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Y
DE ATENCIÓN A PERSONAS CON DISCAPACIDAD


DICTAMEN: 294


HONORABLE ASAMBLEA:

Dictamen que presenta las Comisiones Unidas de Salud y Atención a Personas con Discapacidad de la LIX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 57 fracción I, 63 fracción II, 64 y 67 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, 44 fracción II, 102, 110, 115, 119, 123 fracciones IX y XXIV, 134 y 135 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Puebla; 45, 46, 47 y 48 fracciones IX y XXIV del Reglamento Interior del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla, y demás relativos aplicables, al tenor de los siguientes:


ANTECEDENTES

1. Con fecha quince de julio del año en curso, la Diputada Ma. Evelia Rodríguez García, integrante del Grupo Legislativo del Partido Compromiso por Puebla, presentó ante esta Soberanía, la “Iniciativa de Decreto por el que se Reforma el Artículo 28 de la Ley para Personas con Discapacidad  del Estado de Puebla”,  con la adhesión de los Diputados Integrantes del Grupo Legislativo del Partido Acción Nacional.

2. En esa misma fecha, los integrantes de la Mesa Directiva dictaron el siguiente Acuerdo: “Se turna a las Comisiones Unidas de Salud y Atención a Personas con Discapacidad para su estudio y resolución procedente”.


CONTENIDO DE LA INICIATIVA

· Reformar el artículo 28 de la Ley para Personas con Discapacidad del Estado de Puebla, para incluir como obligación de quienes ejercen la custodia provisional o tutela, que sus hijos o pupilos reciban la atención rehabilitadora en salud y educación, cuando se requiera de una atención especializada.

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

Que la Ley fundamental de la República establece en el Artículo Primero que "En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte".

Que con fecha trece de diciembre de dos mil seis, México firmó la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad, el cual fue ratificado el veintisiete de septiembre de dos mil siete por Senado de la República, que tiene como objeto promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente. 

Que ambos instrumentos contemplan la necesidad de revisar la situación legal de las personas con algún tipo de discapacidad, sea ésta física o mental. 

Que el Derecho de familia tiene que ajustarse a las realidades de convivencia humana para proveer de seguridad jurídica y protección a todos los miembros del grupo familiar, principalmente a los que padecen algún tipo de discapacidad, quienes por sus características requieren de toda nuestra atención y cuidado.

Que las transformaciones de índole sociocultural, económica y de género, reflejan en el trato más equitativo que se da a hombres y mujeres en la ley, independientemente de la edad, así como en las formas y criterios de protección, y en la resolución de controversias del orden familiar, tanto desde el punto de vista legislativo como desde el judicial.  Entre estos cambios se encuentra la figura de la guarda y la custodia de las personas con alguna discapacidad por parte de sus progenitores en los casos de divorcio.

Que la custodia se deriva de la filiación y el parentesco y se regula dentro de la institución de la patria potestad, y se refiere a la combinación de derechos, privilegios y obligaciones establecidas o decretadas a una persona, por autoridad judicial competente, principalmente a cualquiera de los padres, para el cuidado y desarrollo integral de otro, en este caso, un niño o niña menores de edad o con alguna discapacidad, que casi siempre son los hijos.

La custodia involucra el ejercicio de derechos y obligaciones con respecto a los hijos y la convivencia con los mismos en la vida diaria y comprende el deber y la facultad de tener a los menores o incapaces en compañía de los padres. 

Que en este contexto en el Código Civil y en el Código de Procedimientos Civiles, ambos para el Estado Libre y Soberano de Puebla, se establecen entre otros supuestos para la guardia y custodia:

· Cuando el padre y la madre que no vivan juntos reconozcan al mismo tiempo al o los hijos, convendrán cuál de los dos ejercerá la guarda y custodia de éste, y con quién de ellos habitará; y si no se ponen de acuerdo sobre estos puntos, se observará lo que disponen los artículos 635 y 636 del Código sustantivo.

· Si el reconocimiento se efectúa sucesivamente por el padre y la madre, y éstos no viven juntos, el que primero hubiere reconocido ejercerá la guarda del hijo, y éste habitará con él, sin perjuicio del convenio que celebren los dos progenitores y que el Juez podrá modificar, en beneficio del hijo, oyendo tanto a éste como a aquellos.

· Si se separan los padres que vivían juntos al hacer el reconocimiento, ambos deberán continuar en el cumplimiento de sus deberes y convendrán quién de los dos se encargará de la custodia y guarda del o de los hijos, y si no se ponen de acuerdo sobre este punto, se observará lo que disponen los artículos 635 y 636 de este Código.

· En el caso de que un menor o incapacitado, se encuentre bajo los cuidados de algún familiar o persona a quien sus ascendientes o tutores lo hayan dejado en abandono y los cuidados y protección sean los adecuados, el Juez podrá determinar esto como medida precautoria para garantizar la seguridad del menor, además de acordar la guarda y custodia provisional a estas personas en tanto cuanto no se resuelva la situación jurídica del menor concediendo la posibilidad de inicio del juicio de adopción.

En tal virtud la custodia puede establecerse de manera compartida y mediante ella se determinan derechos iguales de convivencia en favor de los menores con sus padres y demás familiares.  Así, el Juez puede encomendar en cualquier momento la custodia o guarda de los menores a los abuelos, tíos, hermanos mayores u otros parientes interesados, cuando ello sea conveniente para los menores mismos.

No pasa inadvertido que los parientes a los que por cualquier circunstancia se otorgue la custodia o guarda de un menor, tendrán las obligaciones, facultades y restricciones establecidas para los tutores. La guarda correspondiente podrá terminar por resolución judicial, en la que se resuelva nuevamente quién o quiénes deberán hacerse cargo del menor.  Para lo cual, en beneficio de los menores el Juez puede modificar el ejercicio de la patria potestad o custodia cuando la tenga decretada judicialmente, ya sea provisional o definitiva sobre ellos, cuando quien la ejerce realice conductas reiteradas para evitar la convivencia de los menores con la persona o personas que tengan reconocido judicialmente su derecho a la misma.

Que en el ejercicio de la custodia provisional, el Juez tiene la facultad de decretar ésta a las niñas, niños, adolescentes o incapaces, en los casos en que así se requieran. La custodia provisional puede ser otorgada sólo a uno de los progenitores; a las personas que les corresponda el ejercicio de la patria potestad; a los parientes colaterales hasta el tercer grado o, en caso de que haya imposibilidad de designar a alguno de los familiares, o habiéndolo considera que no se protegería adecuadamente el interés superior de la niña, niño o adolescente, puede determinar su entrega a alguna institución de asistencia o a una familia sustituta. 

Por otra parte, desde el punto de vista médico, la discapacidad es una condición que afecta el nivel de vida de un individuo o un grupo. El término se usa para definir una deficiencia física o mental, como la discapacidad sensorial cognitiva o integral, la enfermedad mental o varios tipos de enfermedades crónicas.

Que respecto del derecho a la protección de la salud y seguridad social, la  Ley de los derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Puebla en el artículo 45 establece que las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias  se coordinarán a fin de asegurar la asistencia médica y sanitaria para la prevención, tratamiento y rehabilitación de su salud; así como disponer lo necesario para que niñas, niños y adolescentes con discapacidad reciban la atención apropiada a su condición, que los rehabilite, mejore su calidad de vida, facilite su interacción e inclusión social y permita un ejercicio igualitario de sus derechos.

Que en este contexto, el artículo 98 del citado ordenamiento prevé las obligaciones de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como de las demás personas que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado niñas, niños o adolescentes, en proporción a su responsabilidad y cuando sean instituciones públicas y privadas, conforme a su ámbito de competencia, disponiendo que deberán abstenerse de cualquier atentado contra su integridad física, psicológica o actos que menoscaben su desarrollo integral. El ejercicio de la patria potestad, la tutela o la guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes no podrá ser justificación para incumplir esta obligación. 

Que en el mismo sentido, la Procuraduría de Protección tiene como atribución conforme a lo previsto en el artículo 116 de la multicitada Ley, que la protección integral que procure debe abarcar por lo menos la inclusión, en su caso, de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes, en las medidas de rehabilitación y asistencia.

Que de acuerdo a lo señalado en la Ley para las Personas con Discapacidad del Estado de Puebla, la valoración de las personas con discapacidad, tendrá por objeto detectar en forma integral todos los problemas físicos, psicológicos, familiares y sociales que éstas presenten, con el fin de integrar el expediente con el cual se le canalice a las diversas instancias en que pueda obtener los servicios que requiera para su rehabilitación; de tal suerte que esta valoración de las personas con discapacidad, la llevará a cabo la Comisión Estatal Coordinadora de Personas con Discapacidad, a través del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia.

Consecuentemente, los procesos de rehabilitación de las personas con discapacidad, se aplicarán una vez  que se haya realizado el diagnóstico en general resultante de la valoración, que de acuerdo a lo previsto por la Ley para las Personas con Discapacidad del Estado de Puebla, se efectúe en cada caso y comprenderán según se trate: prevención; rehabilitación médica; orientación y tratamiento psicológico; educación general, regular y especial; y rehabilitación laboral, como se señala en su artículo 26.

Es importante resaltar, que el Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia, fomenta y establece en coordinación con las instituciones involucradas, las actividades relativas al proceso de rehabilitación, llevándolo a los Municipios de la Entidad al tenor de lo previsto en el artículo 27 de la Ley para las Personas con Discapacidad del Estado de Puebla.

Visto lo cual y en mérito de lo expuesto, los integrantes de la Comisiones Unidas de Salud y de Atención a Personas con Discapacidad, posterior al estudio y análisis correspondiente tenemos a bien:

ÚNICO.- Dictaminar como procedente la “Iniciativa de Decreto por el que se Reforma el Artículo 28 de la Ley para Personas con Discapacidad  del Estado de Puebla”, con las modificaciones realizadas por la Comisión y someterla a consideración del Pleno de esta Soberanía.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 57 fracción I, 63 fracción II, 64 y 67 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, 44 fracción II, 102, 110, 115, 119, 123 fracciones IX y XXIV, 134 y 135 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Puebla; 45, 46, 47 y 48 fracciones IX y XXIV del Reglamento Interior del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla, nos permitimos someter a la consideración de ésta Soberanía el siguiente Dictamen con Minuta de:

D E C R E T O

ÚNICO.- Se reforma el artículo 28 de la Ley para Personas con Discapacidad  del Estado de Puebla, para quedar como sigue:


Artículo 28.- Es obligación para quien o quienes ejercen la patria potestad, custodia o tutela, que sus hijos o pupilos reciban la atención rehabilitadora en salud y educación, cuando se requiera de una atención especializada, previa valoración en términos de lo dispuesto en esta ley.


T R A N S I T O R I O S


PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.


SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.
A T E N T A M E N T E
SALA DE COMISIONES DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO
CUATRO VECES HEROICA CIUDAD DE PUEBLA DE ZARAGOZA, 27 DE JULIO DE 2015.
COMISIÓN DE SALUD



DIP. JORGE AGUILAR CHEDRAUI
PRESIDENTE



DIP. MAIELLA MARTHA GABRIELA GÓMEZ MALDONADO
                                  SECRETARIA



            						     DIP. CORONA SALAZAR ÁLVAREZ
                VOCAL



               DIP. MA. EVELIA RODRÍGUEZ GARCÍA
                                      VOCAL



     					                                    DIP. JOSÉ CHEDRAUI BUDIB						      	                                         VOCAL



          DIP. NEFTALÍ SALVADOR ESCOBEDO ZOLETTO
                                      VOCAL



      DIP. JUAN CARLOS NATALE LÓPEZ    			                 VOCAL
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